[bookmark: _Toc71233002]ACTA
Nº 20-2021
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las catorce horas del diez de mayo de dos mil veintiuno.
Sesión extraordinaria virtual con asistencia de los licenciados Freddy Chacón Arrieta, Presidente interino, Parris Quesada Madrigal, Alexander Arguedas Vindas y Rodrigo Arroyo Guzmán. Asimismo, asiste en calidad de máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta de conformidad con el acuerdo tomado por esta Junta en sesión N° 14-2021 celebrada el 24 de marzo de 2021, artículo II.
[bookmark: _Toc35877711][bookmark: _Hlk72242617]ARTÍCULO I 
DOCUMENTO N° 690-2021.
Manifiesta el integrante suplente, Freddy Chacón Arrieta: “Como punto número uno de esta sesión, es la integración, se escuchan postulaciones, ¿alguna propuesta para efectos del acta?
Interviene el máster Oslean Mora Valdez, Director interino: “Recapitulando un poco comentarios previos que se han brindado, creo que lo correspondería en este caso es respetar el orden de elección de los integrantes de la Junta, Titulares y Suplentes, para el periodo 2021, la presidencia la ostenta el integrante elegido por el colectivo judicial y haciendo la misma evaluación, los integrantes suplentes que están elegidos por el colectivo judicial, serian su persona, Don Freddy y don Alexander, lo cual me parece que lo lógico es que se vote por alguno de ustedes dos, para que asuma el rol de presidente en esta oportunidad. 
El rol de secretario sería asumido por las personas que integran la elección del patrono.” 
Expresa el integrante suplente Parris Quesada: “Si, la propuesta es la siguiente, respetando el orden de jerarquía que existe en la Junta Administradora propietaria, donde el presidente es el licenciado Arnoldo Hernández Solano, elegido por el conglomerado y sucesivamente los demás compañeros, hagamos la elección con esa similitud, por lo tanto, quedaría propuesto para presidente el compañero don Freddy y el compañero don Alexander y para otros puestos estaríamos el compañero don Rodrigo y su servidor. 
La propuesta sería esta, para respetar el orden y lo que se ha venido haciendo. 
Yo particularmente propongo a Don Freddy para que ejerza la presidencia en este momento. Muchas gracias.” 
Manifiesta el integrante suplente, Chacón Arrieta: Teniendo la propuesta de don Parris, se somete a votación, si existe alguna objeción, favor indicarlo, como no hay, damos por unanimidad que se aprueba la propuesta presentada por Don Parris.” 
Indica el integrante suplente, Rodrigo Arroyo Guzmán: “Como estamos eligiendo al presidente, en el caso de secretario, propongo a don Parris Quesada.”
Expresa el integrante suplente, Freddy Chacón: “Entonces el acuerdo sería, mi persona como presidente, don Alexander como vicepresidente y don Parris como secretario, si existe alguna objeción, favor indicarlo, de lo contrario, quedamos por acuerdo unánime como se planteó.”
Respectar el orden de elección de la Junta titular a esos efectos en razón que la Presidencia de la Junta la asume la persona designada por el conglomerado judicial licenciado Arnoldo Hernández Solano, se propone a los licenciados Freddy Chacón Arrieta y Alexander Arguedas Vindas, para la Presidencia
Del mismo modo se propone a los licenciados Rodrigo Arroyo Guzmán y Parris Quesada Madrigal para el puesto de secretario. 
Se acordó: Tener por designado al licenciado Freddy Chacón Arrieta, como presidente interino y al licenciado Parris Quesada Madrigal, como secretario interino de la Junta Administradora del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para este acto. 
[bookmark: _Toc71233028][bookmark: _Hlk71900989]ARTÍCULO II 
Documento N° 283, 611, 599, 623-2021 
El señor Miguel Ángel García, Jubilado Judicial, en correo electrónico enviado el 23 de abril del 2021, expresó lo siguiente:
“Yo, Miguel Ángel García Martínez, mayor, jubilado del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, DATOS 001 con respeto a vengo a pedir efectivo cumplimiento y resguardo de mi derecho de petición y respuesta, a los efectos de lograr un adecuado control de la legalidad y transparencia de las actuaciones de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, del que como indiqué soy jubilado. Legitimación y motivo de mi petición. Como jubilado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se me ha procedido a deducir desde el año 2018 la contribución obligatoria solidaria, misma que surge a raíz de la modificación a la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 7333 y sus reformas, mediante Ley 9544 del año 2018. Tengo meses de estar consultando a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones cuál es la norma legal, concreta, que ordena y a a la vez faculta y le ordena a la Junta a deducir esa contribución obligatoria solidaria de mis prestaciones como jubilado. Sin lograr a la fecha que me respondan. Es claro que los funcionarios públicos, como lo son los miembros de la Junta Administradora del Fondo, están vinculados al principio de legalidad establecido constitucionalmente, sólo pueden hacer aquello que expresamente la ley les faculte; en especial tratándose de la toma de parte del patrimonio o prestaciones que como jubilado le corresponden a una persona. Por ejemplo: los fondos de pensiones rebajan el impuesto de la renta con base en un artículo determinado que la ley establece y ordena tal acción; la Junta Administradora del Fondo de Pensiones rebaja las cotizaciones de los jubilados porque el artículo: 239 del Poder Judicial le faculta y obliga a ello. Todo impuesto, tasa y contribución, según el Código Fiscal debe ser dispuesta por ley y debe existir de igual forma una ley que autorice a su cobro a un determinado ente estatal. Pues bien, lo único que pido, es que la administración, los funcionarios públicos que integran la Junta Administradora del Fondo, me informen: ¿Cuál es la norma que les faculta para deducir de mis prestaciones como jubilado del Poder Judicial la contribución obligatoria solidaria?. Si tal proceder obedece a que el artículo 239 de la Ley Orgánica del obliga a ello, por ser una cotización extraordinaria (y tal numeral es el que les faculta a ello, pues que lo indiquen). Y es que, considero, tengo derecho a saber si la deducción se me realiza por ser la misma una cotización extraordinaria, aparte de la ordinaria dispuesta en el artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; o bien se realiza la misma por otro motivo (por ejemplo: ser un tributo, en cuyo caso debería haber ley expresa que les faculte como ente recaudador) Pese a que he hecho múltiples solicitudes, incluso un recurso de amparo, buscando respuesta e información al respecto, no logro que se me responda por la administración esta simple pregunta…¿Cuál es la norma concreta que faculta a la Junta Administradora del Fondo a deducir de mis prestaciones como jubilado la contribución obligatoria solidaria ?. Tiene la administración la obligación de fundar jurídicamente sus actuaciones y yo, como persona y ciudadano, tengo derecho de que se me informe y conocer la ratio legis del proceder. Es necesario en una democracia poder ejercer el control de las actuaciones de los organismos públicos y ello sólo es posible si hay fundamentación. La fundamentación de los actos públicos, fáctica y legal, es consustancial a la democracia y , por ende, al Estado de Derecho y, a su vez un derecho humano fundamental de las personas. Los actos de los funcionarios públicos están dotados de autoridad, dado que ellos son dispuestos por el imperio de la razón, no en gozan de autoridad por razón del imperio. (imperio ratione, no ratio imperio). Se nos debe posibilitar acceder a la información o razones, pues de otro modo no podremos controlar y constatar la razonabilidad-legalidad. No se puede admitir que la administración responda que ha actuado conforme a derecho, por ejemplo, sin contestar, o informar lo que se solicita. Pido un pronunciamiento técnico al respecto, incluso pueden consultar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Desde el 20 de enero de los corrientes solicité a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que aclararán de forma técnica el acuerdo tomado en sesión N. 02-2021, Artículo XII, Documento N. 1133-2020, 15-2021. Como indiqué, hasta interpuse un recurso de amparo, el cual fue rechazado. Incluso he debido mandar varios correos, de nuevo, solicitando la información y, a la fecha, sigo sin respuesta. Espero no tener que insistir en nuevos recursos de amparo, no veo cual es la dificultad, o negatividad de brindar tal información. Conforme a la ley espero confirmación del recibo de la presente y respuesta en el plazo por ella previsto.”
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En relación con lo anterior, en oficio N° DJ-C-212-2021, suscrito por los másteres Rodrigo Campos Hidalgo y Argili Gómez Siu, Director y Subdirectora de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, informaron:

“Por este medio se procederá a emitir criterio en relación con la consulta planteada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según lo solicitado mediante oficio N° 384-2021 de fecha 14 de abril de 2021.   

I. Antecedentes (la consulta)

Mediante oficio N° 384-2021 de fecha 14 de abril de 2021, se hace de conocimiento de esta Dirección Jurídica lo establecido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el artículo XXVIII de la sesión número 16-2021 de fecha 12 de abril de 2021, en que se solicitó a la Dirección Jurídica lo siguiente: “Tener por conocida la gestión remitida por correo electrónico del 6 de abril de 2021, por el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Jubilado del Poder Judicial y remitir a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para su estudio e informe, con el fin de brindar respuesta al petente”  (ver oficio 384-2021).

II. Criterio de esta Dirección Jurídica

De previo a la exposición del criterio, se considera oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y pregunta que se plantea, sin que se prejuzgue sobre ningún caso concreto. 

Es así como frente a la solicitud que se pronunciamiento, hay que recordar que la labor de la asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un  límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.  

En cuanto al tema en consulta, entiende esta Dirección que se solicita algún criterio en relación con lo manifestado por el señor Miguel Ángel García Martínez, respecto de la aplicación de la denominada “contribución especial solidaria” establecida en el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en relación con lo establecido en la “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”.[footnoteRef:1]  [1:  Ley número 9796 de fecha 05 de diciembre de 2019, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 243 de fecha 20 de diciembre de 2019.  ] 


Sobre la contribución especial solidaria del régimen jubilatorio del Poder Judicial y su reforma legal 

Esta figura se introdujo por reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante la adición de un artículo 236 bis a dicha ley que normaba el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial[footnoteRef:2], ahí se introdujo la instauración de la denominada “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, que en su primera versión del inciso a) establecía un monto exonerado del pago de esa contribución especial de hasta diez veces el salario base del puesto más bajo del Poder Judicial y a favor del propio fondo de jubilaciones y pensiones[footnoteRef:3].   [2:  Lo que se dio a partir de la ley número 9544 de fecha 24 de abril de 2018, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 89 del 22 de mayo de 2018. ]  [3:  También puede recordarse que el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial impuso una comisión por gastos administrativos del fondo de cinco por mil sobre el salario del funcionariado judicial y de las jubilaciones y pensiones judiciales. ] 


Sin embargo, con los artículos 04 y 07 de la ley número 9796, denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, se modificó el artículo 236 bis inciso a) y se redujo el monto jubilatorio exonerado de la contribución solidaria, porque ya no es de hasta diez veces el salario base del puesto más bajo del Poder Judicial, sino que lo fija en seis veces el salario base del puesto más bajo del Poder Judicial, lo que hace que un sector adicional de jubilados vea disminuida su jubilación en una proporción importante.

Sobre lo planteado por el señor García Martínez

Lo que ha argumentado el señor García Martínez, según lo reseñado en el oficio número 384-2021 base de esta consulta, es el tema de forma de que “(…) se proceda a efectuar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria, conforme a Derecho, por estar vigente el artículo: 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial número: 7333 del año 1993 y sus reformas, dado que el mismo no ha sido derogado ni de forma expresa, ni de forma tácita (la ley 9796 en su artículo 7 lo que reformó fue la ley N. 8 de 1933 en su artículo: 236 bis)”.    

Lo anterior, claramente posee la naturaleza jurídica de un reclamo administrativo[footnoteRef:4] respecto del rebajo o aplicación de la figura de la “contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados” a su caso concreto, quizás orientado a que se le aplique el monto exonerado de diez veces el salario del puesto más bajo del Poder Judicial y no de seis veces ese monto, como se dispuso a partir de la ley 9796, solicitud que pareciera sustentar en el argumento de que la ley número 8 de 1937 “Ley Orgánica del Poder Judicial” es distinta de la ley 7333 de fecha 05 de mayo de 1993 y que como la ley 9796 hizo alusión a modificar el artículo 236 bis de la ley número 8 de 1937, no habría modificado el artículo 236 bis de la ley 7333 del año 1993.   [4:  Artículos 224 y 348 de la Ley General de la Administración Pública. ] 


Este reclamo debe ser resuelto oportunamente por la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en ejercicio de la competencia exclusiva y excluyente para conocer y decidir estos asuntos en sede administrativa, en virtud de ostentar la condición de órgano desconcentrado máximo en materia de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial (artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Acciones de inconstitucionalidad pendientes de decisión ante la Sala Constitucional

Es importante llamar la atención sobre el hecho de que los artículos 4 y 7 de la ley número 9796, que son los que redujeron el espectro de exoneración de la “contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados” poseen varias acciones de inconstitucionalidad pendientes de decisión y que se han acumulado a la que se tramita bajo el expediente número 20-007715-0007-CO.  

En la resolución de curso de esa acción de inconstitucionalidad del supra aludido expediente judicial, se dispuso:  “La publicación prevista en el numeral 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional tiene por objeto poner en conocimiento de los tribunales y los órganos que agotan la vía administrativa, que la demanda de inconstitucionalidad ha sido establecida, a efectos de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho pronunciamiento del caso. De este precepto legal se extraen varias reglas. La primera, y quizás la más importante, es que la interposición de una acción de inconstitucionalidad no suspende la eficacia y aplicabilidad en general de las normas. La segunda, es que solo se suspenden los actos de aplicación de las normas impugnadas por las autoridades judiciales en los procesos incoados ante ellas, o por las administrativas, en los procedimientos tendientes a agotar la vía administrativa, pero no su vigencia y aplicación en general. La tercera es que –en principio-, en los casos de acción directa (como ocurre en la presente acción), no opera el efecto suspensivo de la interposición (véanse votos No. 537-91, 2019-11633, así como resoluciones dictadas en los expedientes números 2019-11022, 19-006416 y 19-015543 del Tribunal Constitucional)” (Resolución de curso de la Acción de Inconstitucionalidad de las 11:37 horas del 12 de mayo de 2020 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; publicada en los boletines judiciales número 93, 94 y 95 de fechas 18, 19 y 20 de mayo de 2020, respectivamente.  El subrayado no es del original)

Observaciones adicionales:
a) En términos genéricos hay que recordar que, según nota aclaratoria del Sistema Nacional de Legislación Vigente, la Ley Orgánica del Poder Judicial es la ley número 8 del año 1937, solo que fue reformada parcialmente y reproducido su texto íntegramente por el artículo 1 de la ley número 7333 del 05 de mayo de 1993. 

b) Que frente al reclamo administrativo del señor García Martínez sobre la aplicación actual de la norma sobre “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, no puede dictarse resolución final que agote la vía administrativa, porque existen acciones de inconstitucionalidad pendientes de resolver, pero las normas impugnadas deben seguir aplicándose hasta que el Tribunal Constitucional decida lo pertinente.[footnoteRef:5]  [5:  Si la Sala Constitucional declarara alguna inconstitucionalidad, deberá dimensionar los efectos de su declaratoria y dentro de lo cual se deberá considerar la aplicación continuada de las normas en el tiempo previo a la resolución constitucional de fondo sobre el tema. ] 


Manifestación final

Se recuerda y reitera que la competencia para valorar y decidir oportunamente lo pertinente en relación con la inquietud planteada en el oficio base de la consulta, corresponde, en forma exclusiva y excluyente, al órgano desconcentrado máximo consultante, de conformidad con el bloque de legalidad aplicable. 

III. Conclusiones y recomendaciones

Con base en todo lo expuesto, se puede concluir que: 

1. La “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, es una figura creada por el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial y reformada por los artículos 04 y 07 de la ley número 9796, a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
2. Sobre la ley 9796 y, en especial sobre los artículos 04 y 07 que redujeron el monto exonerado del pago de la contribución especial, solidaria y redistributiva, pesan varias acciones de inconstitucionalidad admitidas y que han sido acumuladas a la que se tramita bajo el expediente número 20-007715-0007-CO, siendo que a la fecha de emisión de este criterio, se encuentran pendientes de resolver.  
3. Que al Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es el órgano desconcentrado máximo competente para conocer el  reclamo administrativo del señor García Martínez respecto de la aplicación actual de la norma sobre “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”  en su caso particular. 
4. No puede dictarse resolución final que agote la vía administrativa sobre el reclamo aludido en el oficio de consulta, hasta tanto la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia no resuelva las acciones de inconstitucionalidad que han sido admitidas; pero las normas impugnadas deben seguir aplicándose hasta que el Tribunal Constitucional decida lo pertinente.
5. Según nota aclaratoria del Sistema Nacional de Legislación Vigente, la Ley Orgánica del Poder Judicial es la ley número 8 del año 1937, solo que fue reformada parcialmente y reproducido su texto íntegramente por el artículo 1 de la ley número 7333 del 05 de mayo de 1993.
6. La competencia para valorar y decidir oportunamente lo pertinente en relación con la inquietud planteada en el oficio base de la consulta, corresponde, en forma exclusiva y excluyente, al órgano desconcentrado máximo consultante, de conformidad con el bloque de legalidad aplicable.

Advertencias:
El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.

El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, mediante el oficio N° 384-2021 de fecha 14 de abril de 2021 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia. Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información.  

Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto de este, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.

El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.”
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El señor Miguel Ángel García Martínez, jubilado judicial, en correo electrónico del 28 de abril de 2021, solicitó:
“Sirva la presente para extenderles un saludo cordial y a la vez para reiterar mi solicitud de respuesta a mi petición de proceder de deducir la colaboración obligatoria solidaria de mis prestaciones como jubilado en la forma que ordena la ley vigente, a saber según lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 7333 del año 1993 y sus reformas; todo desde el 6 de abril de 2021.   
El criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, solicitado por la Junta, ya se rindió y tiene el número de referencia:  DJ-C-212-2021.”
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En sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero de 2021, artículo XII, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva dice:
“Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del señor Miguel Ángel García Martínez, abogado y jubilado, mediante correo del 18 de diciembre de 2020, mediante la cual solicita a esta Junta ¿Cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de la jubilación la llamada “Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 2018? y ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder?. 2) Indicarle al señor García Martínez que la Contribución Solidaria fue impuesta por disposición legal y las actuaciones de esta Junta se encuentran apegadas a la normativa vigente y si tiene alguna duda específica puede acudir a las instancias legales que correspondan. Se da por agotada la vía administrativa en razón que esta Junta ya ha brindado respuesta a su solicitud. Se declara acuerdo firme.”
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En sesión N° 16-2021 celebrada el 12 de abril de 2021, artículo XXVIII, se tomó el acuerdo que dice:
“En sesión número 11-2021 celebrada el 08 de marzo de 2021, artículo IX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“El máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, solicitó:

“Sirva la presente para saludarles y a la vez solicitar el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019, que vino a reformar la Ley 7333 del año 1993 y sus reformas y en su artículo 236 bis, vino a crear dicha contribución, aparentemente con aprobación de informe rendido por el Departamento de Macroprocesos del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial.

Agradeciendo lo anterior, así como señalando mi correo para notificaciones: mgarcia8371@gmail.com ,”
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En ese sentido, la Secretaría General de la Corte, remite antecedentes de interés para valoración de esta Junta Administradora.
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión del máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, mediante la cual solicita el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019. 2.) Hacer de conocimiento del gestionante que cuando se promulgó la Ley 9544 la Junta Administradora no estaba creada y en funcionamiento, motivo por el cual en aquel entonces fue el Consejo Superior, quien tenía a cargo la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y determinó la respectiva aplicación de la Ley. 3) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, por medio del Archivo de la Secretaría, que remita al gestionante los acuerdos del Consejo Superior, en que se refiere a la aplicación de la Ley 9544”
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En correo electrónico del 6 de abril de 2021, el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Jubilado del Poder Judicial, remitió la siguiente solicitud:

“Les saludo cordialmente y a la vez les solicito que, se proceda a efectuar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria, conforme a Derecho, por estar vigente el artículo: 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial número: 7333 del año 1993 y sus reformas, dado que el mismo no ha sido derogado ni de forma expresa, ni de forma tácita (la ley 9796 en su artículo 7 lo que reformó fue la ley N. 8 de 1933 en su artículo: 236 bis).  Si se niegan a aplicar la ley, tal y como esta escrita, les procederé a demandar en forma personal.

Tienen el término de ley para responderme”

-0-

Por unanimidad se acordó: Tener por conocida la gestión remitida por correo electrónico del 6 de abril de 2021, por el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Jubilado del Poder Judicial y remitir a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para su estudio e informe, con el fin de brindar respuesta al petente. Se declara acuerdo firme.”
-0-
Finalmente, en sesión N° 18-2021 celebrada el 23 de abril de 2021, artículo VII, se tomó el acuerdo que dice: 
“El licenciado Miguel Angel García Martínez, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 14 de abril de 2021, solicitó:
“Favor suministrar copia del acuerdo de la Junta Administradora en que se dispuso a deducir de las prestaciones de los jubilados la contribución obligatoria y solidaria de conformidad con la ley 9796, Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Solidaria Obligatoria, según reforma que se realizara an su artículo 7 a la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 del año 1933. No omito indicar que cuando tal medida se tomó ya la Junta -Administradora estaba en funciones, según parece.

…”

- 0 -
Posteriormente, el señor García Martínez, en su citada condición, mediante nota del 19 de abril de 2021, comunicó:
“En el ejercicio que me confiere el artículo 27 de la Constitución Política, así como la Ley de Regulación del Derecho de Petición, solicito se me informe la norma jurídica o ley que faculta a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones para deducir de mis prestaciones como jubilado la Contribución Obligatoria Solidaria establecida en el artículo: 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se solicita que la respuesta sea pertinente y técnicamente efectuada, sobre todo atendiendo a que no estoy preguntando la norma que crea la contribución obligatoria solidaria, sino la que faculta y a la vez ordena a la Junta a efectuar tal deducción, recordemos que no son ustedes más que funcionarios públicos y que sólo pueden hacer aquello que la ley expresamente les faculta. De igual forma se solicita el notificar la respuesta a mi petición de información y el recibido de la presente, dentro de los diez días hábiles siguientes, todo de conformidad con la Ley de Regulación del Derecho de Petición. Agradeciendo la pronta respuesta y confirmación del recibo de la presente…”

- 0 -
Se acordó, por unanimidad: 1.) Tener por conocidas las gestiones presentadas por el jubilado judicial Miguel Angel García Martínez, relacionadas con la Ley 9796, Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Solidaria Obligatoria. 2.) Debido a que este órgano tiene conocimiento de que el señor García Martínez presentó una denuncia penal contra la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Junta en pleno se abstiene de conocer asuntos gestionados por el señor García, por lo que se convoca a las personas integrantes suplentes de este cuerpo colegiado a conocer de dicha gestión. 3.) Se hace el presente acuerdo de conocimiento del MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para coordinar lo que corresponda.


Requerimientos previos de don Miguel Ángel García Martínez
[…]
-0-
Manifiesta el máster Oslean Mora: “Me permití compartirles una serie de información y mensajes y correos, por parte de los integrantes a las gestiones que se han enumerado, donde los integrantes titulares han procurado comunicarle, es que lo que ha hecho la Junta Administradora en este sentido es aplicar lo que la normativa ha indicado, lo que la Asamblea Legislativa y las leyes han determinado.
Por los diferentes amparos que ha interpuesto don Miguel, se está a la espera que la Sala de su criterio, para saber si la interpretación de don Miguel es o no correcta.
Todo el tema de don Miguel ha derivado que el presentó una denuncia penal contra los integrantes titulares de la Junta y que esta denuncia se encuentra en etapa preparatoria de la fiscalía, no se han realizado el traslado de cargos hacia los titulares, sin embargo, se tiene el conocimiento de que la denuncia fue presentada por don Miguel Ángel García Martínez. 
Esto derivó, que los titulares integrantes acordaran no conocer más gestiones presentadas por este señor, y convocar a los integrantes suplentes y que sean estos los que determinen, cuál sería la gestión más adecuada para las solicitudes que presenta don Miguel Ángel.”
Expresa el integrante suplente, Parris Quesada: “Al respecto quería validar la legalidad de la ejecución del desarrollo de la participación de los compañeros directores en este caso, respecto al tema de la legalidad del asunto. 
La Junta Administradora propietaria, lo que hace es inhibirse por el tema que existe una denuncia penal contra esta junta, y no va a tocar el tema en resolución del señor jubilado Miguel Ángel García.
Me cabe la inquietud, no existe una justificación formal de parte de quien corresponda, hacia los directores de la Junta Administradora, siendo así, la inhibición, no debería estar bien, desde el punto de vista que no hay un aspecto legal y formal que indique que está pasando esto, hasta en el momento que a uno lo notifican es que se debe inhibir, por lo que se pueda decir en su contra, por lo tanto considero que si existe la convocatoria a esta sesión de hoy, la participación de nosotros aún no queda a derecho, desde el punto de vista legal, porque no existe un argumento legal que haga inhibirse a la Junta Administradora propietaria, y hago este aporte porque considero que se podría poner en riesgo a la integridad total de los suplentes y propietarios a una futura demanda. 
No se sabe si el órgano director que lleva esta demanda le va a dar curso o no, yo diría más bien que en el momento que la junta administradora propietaria tenga la notificación correspondiente, nos solicite tocar este tema.  Antes, diría que no estamos a derecho formalmente, porque entonces estaríamos bajo un supuesto y no sobre un asunto de notificación legal. 
Siento entonces que la participación para tocar tema no nos compete, si es importante inhibirnos de conocerlo, porque no tenemos los argumentos legales que nos de esa posición y por respeto a la Junta Administradora y a todo el conglomerado judicial, es importante que tengamos esta posición, con toda transparencia y responsabilidad. Yo propongo esta situación.” 
Dice el vicepresidente suplente, Alexander Arguedas: “Considero que deberíamos, así como lo dice don Parris, tomar en cuenta que lo mejor es tomar la decisión cuando se dé el traslado de cargos a la Junta Administradora propietaria. Entonces estaría de acuerdo que se acepte la moción que presenta don Parris.” 
Interviene el integrante suplente Rodrigo Arroyo: “Sumado a lo que dice don Parris, hay dos puntos importantes, uno que no hubo una declaratoria de inhibitoria por parte de la Junta Administradora, por parte de los titulares, el acuerdo no está dicho así lo que dice es que se traslade a los suplentes, pero no existe una inhibitoria razonada, eso es un elemento importante, porque en la inhibición que se haga en materia civil o en la ley de Administración. 
Lo otro por mi parte yo si me tengo que inhibir, porque soy jubilado judicial y se me presenta la misma situación que presenta don Miguel, entonces me parece no podría emitir un voto y eventualmente recibir la aplicación. 
Otro aspecto importante, es que la próxima convocatoria que se realice para hacer una sesión de este tipo, debe contar con una resolución por parte de la presidencia de la Junta, porque es un elemento esencial sobre las manifestaciones que vaya a incorporarse por parte de los compañeros. 
Entonces, de no haber quorum de suplentes, lo que se tiene que hacer es integrar en su orden, a los compañeros integrantes titulares, es decir, yo me tengo que abstener en este y próximas sesiones donde se conozca un tema de este señor, y creo que facultativamente es algo que deberían de hacer las otras personas que tengan derechos de jubilado, y lo otro es que de no existir quorum como lo dice la ley, si hay 3 integrantes suplentes para que no se presenten temas, como la faculta al ley, el presidente, vicepresidente, secretario, tesorero y los demás integrantes, hasta que se complete el cuórum, esto  lo quería dejar manifiesto e inhibirme de votar, gracias.” 
Manifiesta el presidente suplente, Freddy Chacón: “Creo que ha sido bastante discutido el tema, solo quisiera hacer un aporte, que, con mi experiencia, trabajar en procesos judiciales, en lo penal, sé que se pueden pasar muchos acontecimientos, antes de que esto pueda pasar a otra instancia o notificación para una medida diferente, la fiscalía hasta podría archivar la causa, entonces me parece que no deberíamos conocer. 
Ya Don Parris y Don Rodrigo y Alexander, entonces por unanimidad, nos abstenemos de conocer de este caso por los argumentos externados y también me inhibo de votar, por mi condición de jubilado, por lo que me podría beneficiar de una u otra forma, del acuerdo que aquí se dé.”
Prosigue el integrante suplente, Parris Quesada: “En esto es importante lo que dice Don Rodrigo, dentro del punto de vista del conflicto de intereses que está muy marcado dentro de un documento que ya está funcionando dentro del Poder Judicial, y ustedes muy acertadamente están tocando el tema, respecto del beneficio o no que se podría dar, en la resolución de este tema. 
Me parece muy acertado el punto de ustedes, desde el punto de vista del conflicto de intereses, y podríamos recomendar que los compañeros propietarios de la Junta Administradora, debería de analizar esta situación.”
Consulta el presidente suplente, Freddy Chacón: “La redacción del acuerdo sería lo último que tendríamos que avalar. ¿Existe alguna objeción?”
Replica el integrante suplente, Rodrigo Arroyo: “En el acuerdo no es rechazar, sino abstenernos de votar, por no existir los elementos necesarios para atender el tema, por no existir el debido traslado de cargos, ni la inhibitoria por parte de los propietarios de la Junta Administradora de propietarios.”
Manifiesta el máster Oslean Mora: “Para que quedemos alineados, lo que corresponde en este caso, es dar la redacción final a este oficio, formalizar la aprobación de esta acta, remitiéndosela a sus personas por correo electrónico, este acuerdo, indicar que se acoge en firme y unánime, para efectos de comunicar a los integrantes titulares y que sea resuelto el tema de fondo para la siguiente sesión. 
Indica el integrante suplente, Rodrigo Arroyo: “Que la notificación sea a la junta y no a los integrantes”
Por unanimidad, se acordó: 1.) Abstenerse de conocer el acuerdo tomado en sesión N° 18-2021 del 23 de abril de 2021, artículo II, en razón de no existir un acto por medio del cual se ponga en conocimiento de los integrantes titulares de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el traslado de cargos, en el que se haga una descripción individualizada, completa, oportuna, expresa, precisa, y circunstanciada de los hechos o conductas que originan el procedimiento y las pruebas de cargo que los respaldan, para declarar la abstención e inhibitoria presentada en la sesión N° 18-2021 celebrada el 23 de abril de 2021, artículo II, por parte de los titulares de la Junta. 2.) En vista el punto anterior, se acoge la solicitud de los licenciados Freddy Chacón Arrieta y Rodrigo Arroyo Guzmán, de abstenerse de conocer este tema debido a que al ser jubilados judiciales tienen un interés directo de lo que se pueda resolver. 3.) De requerirse una nueva integración de la Junta, para atender este tema, deberá seguirse el procedimiento establecido en la legislación aplicable. Se declara este acuerdo firme. 
A las 15:01 horas terminó la sesión.
	



Lic. Freddy Chacón Arrieta Presidente interino Junta Administradora
	







Lic. Parris Quesada Madrigal Secretario interino Junta Administradora



Antecedentes de interés.docx




Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 01 de junio de 2020

N° 323-20

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

Licda. Ingrid Moya Aguilar, Integrante

Junta Administradora del Fondo de

Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial





Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Hlk41660043]“ARTÍCULO XXII



DOCUMENTO N° 423-2020.



La integrante Ingrid Moya Aguilar, expone sobre la Ley 9796, para rediseñar y redistribuir los recursos de la Contribución Especial Solidaria, y propone diseñar una campaña para hacer de conocimiento de la población jubilada y pensionada sobre esta nueva contribución.



Por unanimidad se acordó: Tener por presentada la propuesta de la integrante Moya Aguilar a la cual se le delega la elaboración de dicha campaña, la cual será aprobada por esta Junta para hacerla de conocimiento de las personas jubiladas y pensionadas, por los medios que se tienen en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”



Atentamente,







Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas

Secretaria interina

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y

Pensiones del Poder Judicial







Cc: 		Diligencias / Refs: 423-20



(ACJ)





San José, 06 de agosto de 2020

N° 517-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora

Msc. Floribel Campos Solano, Jefa interina

Departamento Financiero Contable



Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc47033666]“ARTÍCULO XXIII



DOCUMENTO N° 484-2020 y 657-2020.



La máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa interina del Subproceso de egresos del Departamento Financiero Contable, en correo electrónico del 23 de julio de 2020, gestionó lo siguiente:









-0-



Se acordó: Tener por conocido el oficio N° 974-TE-2020 del Departamento Financiero Contable, en respuesta a la solicitud que realizara la Procuraduría General de la República, en correo de fecha 23 de julio de 2020, relacionada con la aplicación de la Contribución Solidaria, conforme la Ley 9796. Se declara este acuerdo firme.”





Atentamente, 











Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial







Cc:

Diligencias / Refs: (484-2020, 657-2020)

naguilars
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           San José, 23 de julio de 2020 
 
Licenciada 
Francinie Cubero de la Vega 
Procuraduría General de la Republica 



 
Asunto: Respuesta a solicitud de 
información sobre aplicación de la 
Contribución Solidaria a las personas 
beneficiarias del FJPPJ. 



 
Estimada señora 
 
En relación con la solicitud de información remitida a este Macroproceso vía correo 
electrónico el día 23 de julio de 2020, donde se solicitó para lo que interesa: 
 



“[…] indicación si los rebajos respectivos en razón de la Ley N° 9796 se han aplicado 
o bien si se encuentra suspendida su aplicación en razón de la citada resolución 
constitucional, esto concretamente con las personas de la lista que se adjuntó. […]” 



 



Es importante señalar que, esta oficina aplicó lo estipulado en la Ley N° 9796 
correspondiente a la deducción de contribución solidaria, a partir del 20 de junio de 
2020. Lo anterior, de conformidad con lo acordado por la Junta Administradora del 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el 15 de junio de 2020, en la 
sesión N° 20-2020, artículo XVI. 
 
 
Atentamente;  
 
 



MBA. Andrea Valerín Arroyo 
Jefa Subproceso Egresos 



Licda. Emma López Ramírez 
Jefa Proceso de Tesorería 



 
 



MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa Macroproceso Financiero Contable 



 
 



RDG / KZM 
 
c: 
Diligencias 
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